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Asunto: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 232 de 2021 

“Por medio del cual se reglamenta el modelo para la atención y 

seguimiento de adolescentes y jóvenes que estuvieron bajo custodia del 

Estado a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar” 

 

 

Respetada Mesa Directiva: 

 

De conformidad con lo dispuesto por la Ley 5ª de 1992 y dando cumplimiento a la 

designación realizada por la Mesa Directiva de la Comisión Séptima de la Cámara de 

Representantes, como ponentes para Primer Debate de esta iniciativa legislativa, nos 

permitimos rendir Informe de Ponencia para Primer Debate al Proyecto de Ley 232 de 2021 

“Por medio del cual se reglamenta el modelo para la atención y seguimiento de 

adolescentes y jóvenes que estuvieron bajo custodia del Estado a través del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar”. La presente ponencia se desarrollará de la siguiente 

manera:  

 

I. Objeto del proyecto. 

 

II. Consideraciones. 

 

III. Justificación. 

 

IV. Contenido de la iniciativa. 

 

V. Marco jurídico. 

 

VI. Derecho comparado. 

 

VII. Conflicto de Intereses. 
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VIII. Proposición. 

 

IX.  Texto propuesto. 

 

I. OBJETO DEL PROYECTO. 

  

El presente proyecto de ley tiene como objeto la implementación de medidas tendientes a 

crear una política pública que permita fortalecer el proceso formativo y de seguimiento a  

los niños, niñas y adolescentes declarados en adoptabilidad del Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar (ICBF) y de los adolescentes y jóvenes que se encuentren en el Sistema 

de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) con medida privativa de la libertad 

en Centro de Atención Especializada y cumplan con las condiciones establecidas para su 

permanencia en el lineamiento técnico que expida el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (ICBF) hasta los veinticinco (25) años de edad, a fin de asegurar la inclusión social 

y lograr su máximo desarrollo personal y social 

 

II. CONSIDERACIONES. 

La experiencia indica que los niños, niñas y adolescentes para quienes no se logra un 
proceso de adopción, los cuales son declarados en situación de adoptabilidad y el ICBF a 
través de su programa de protección del ICBF alojan múltiples expectativas frente a lo que 
será su futuro mientras se encuentren en el sistema de protección y al salir de este, pues 
al igual que cualquier otro individuo tienen el derecho a que el Estado en su representación 
legal (padre o madre) merecen y necesitan afianzar sus fortalezas y habilidades a nivel 
personal, afectivo, social, relacional, cultural, académico, profesional y laboral para tener 
una vida estable y satisfactoria.  
 
El presente proyecto de ley tiene como objeto la creación de medidas tendientes a 
garantizar la consolidación de los derechos de adolescentes y jóvenes para el pleno 
desarrollo de su proyecto de vida, a fin de asegurar su plena inclusión social y su máximo 
desarrollo personal y social, el cual será de aplicación para aquellos adolescentes jóvenes 
que egresan del Sistema de Protección a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar.  
 
En este sentido, la finalidad de este proyecto es crear un apoyo post – egreso a nivel 
gubernamental, ya que esta población tan vulnerable debe tener apoyo, una vez tengan la 
calidad de egresados de las instituciones de protección ya que los jóvenes no reciben 
ninguna consideración especial por la ley. En nuestro país existen más de 60.000 niños y 
niñas viviendo internados en instituciones de protección, y más de 11.000 que egresan de 
las instituciones anualmente al cumplir la mayoría de edad, y/o alcancen los 25 años de 
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edad máxima permitida para la permanencia de los jóvenes en el sistema de protección,  
del mismo modo, se vuelve primordial y vital definir un sistema de apoyo para que los 
adolescentes jóvenes egresados de protección, logren llevar una vida independiente y 
digna como adultos. 
 
Por otro lado, el egreso sin apoyo alguno, implica perder la inversión social realizada por el 
Estado colombiano, por consiguiente, el Estado debe implementar políticas y estrategias 
de seguimiento para los jóvenes que egresan de protección, ya que se convierten en un 
grupo excluido por la misma acción gubernamental y que cuenta con menores 
oportunidades para lograr lo que quieren ser y hacer en sus vidas.    
 
Esta medida legislativa se retoma tanto en su articulado como en su exposición de motivos 
al Lineamiento Técnico del Modelo para la Atención de Adolescentes y Jóvenes Adoptables 
o Vinculados al Sistema de Responsabilidad Penal, en preparación para la Vida Autónoma 
e Independiente del “Proyecto Sueños, Oportunidades para Volar” y la tesis doctoral para 
la Universidad Nacional de Educación a Distancia “El Tránsito a la Vida Adulta de Jóvenes 
Egresados del Sistema de Protección en Colombia: Trayectorias, Fuentes de Resiliencia e 
Intervenciones Socioeducativas” autoría de Teresita de Lourdes Bernal Romero, máster en 
innovación e investigación en educación.  
 

III. JUSTIFICACIÓN. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF- es la institución que trabaja por la 
prevención y protección integral de la primera infancia, la niñez, la adolescencia y el 
bienestar de las familias en Colombia, brindando atención especialmente a aquellos en 
condiciones de amenaza, inobservancia o vulneración de sus derechos.  
 
Dentro del ICBF, las modalidades son las formas en las que se presta el servicio de 
protección integral, se caracterizan por el grupo poblacional de atención previamente 
definido, por las condiciones técnicas específicas requeridas para desarrollar el proceso de 
atención y cumplir con el objetivo de la medida de restablecimiento de derechos decretada 
a favor del NNA en función de su interés superior.  A través de la medida de restablecimiento 
de derechos de los niños, niñas y adolescentes que ingresaron al ICBF con un Proceso 
Administrativo de Restablecimiento de Derechos – PARD, se pretende que NNA restauren 
su dignidad e integridad para realizar un ejercicio y goce efectivo de los derechos que les 
han sido vulnerados; si esa condición no se ha alcanzado, el Estado será responsable hasta 
tanto no se logren garantizar estos derechos.  
 
El Sistema de Protección se define como las acciones institucionales que promueven el 
restablecimiento de los derechos de NNA, mujeres gestantes y mujeres lactantes, cuando 
estos han sido vulnerados, amenazados o inobservados basados en el cumplimento de los 
principios del interés superior y prevalencia de sus derechos. En tal sentido a fin de 
garantizar a los adolescentes el derecho a la educación formal hasta los 18 años, también 
se les ofrece algunos cursos de educación no formal, todo esto enmarcado dentro de los 
programas de Proyecto de Vida y de Preparación para la Vida Laboral y Productiva, en 
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algunas ocasiones a los jóvenes y adolescentes de excelente rendimiento académico el 
Estado o las organizaciones les financian algún tipo de carrera técnica o profesional, razón 
por la cual pueden permanecer con la medida hasta máximo los 25 años de edad, en los 
servicios de protección. De allí que solo “algunos” logren ingresar a instituciones de 
educación técnica o profesional; para los demás en cambio no existe una política clara que 
les permita acceder a una institución de formación superior, herramienta vital para su 
tránsito a la vida adulta.  
 
Ahora bien quienes han estado bajo el cuidado que el gobierno les ha brindado, reconocen 
que ha sido la mejor opción sobre alguna otra alternativa; sin embargo, para algunos otros, 
su tiempo bajo el mismo ha sido la causal de un sinnúmero de inconvenientes y 
frustraciones. En este sentido, la mayoría de las dificultades experimentadas por la 
población aplican en general al sistema de protección en sí, bien sea en ambiente familiar 
o institucional. 
 
La vida en protección genera un alto nivel de inestabilidad para los niños por ser traslados 
a distintas instituciones o modalidades de cuidado, la inestabilidad contribuye a resultados 
pobres de educación y de desarrollo personal. De igual manera, los problemas emocionales 
y de relación social contribuyen a problemas de comportamiento y dificultades en la 
escuela. El aislamiento es específicamente producto de ser internado, y contribuye a la 
carencia de habilidades sociales que, a su turno, se convierten en dificultades que estos 
jóvenes enfrentan en su cotidiano vivir como: la inserción al mundo laboral, sus ingresos 
son menores a los de otros jóvenes, dependen del sistema de prestaciones sociales y tienen 
dificultades para adaptarse al mundo externo, entre otras situaciones.  
 
Adicionalmente, Stein (2008)1 afirma que una consecuencia de los desplazamientos en 
protección es lo que más se les dificulta a los jóvenes y echar raíces en un sitio cuando 
egresan de protección, la cultura institucional se preocupa principalmente por el cuidado 
físico del niño y con el establecimiento de rutinas, pero la falta de interacción necesaria para 
el desarrollo cognitivo y del lenguaje puede producir problemas graves (Johnson, Browne, 
& Hamilton-Giachritsis, 2005)2 .  
 
Generalmente, los niños internados tienen oportunidades limitadas para establecer 
relaciones de apego, especialmente donde la proporción entre niños - cuidadores es alta y 
existe alta rotación de los miembros de personal.  
 
Posiblemente, el efecto más profundo de la institucionalización es que los NNA llegan a ser 
aislados de la sociedad y esto les afecta de múltiples maneras. En este sentido, las 

                                                           
1 Stein, M. (2008). Young people leaving care. National Childrens Bureau Higlight, 240, 1- 4. Recuperado de 

http://www.york.ac.uk/inst/spru/research/pdf/ YPLeavingCare.pdf.  

2 Jekielek, S. y Brown, B. (2005). The transition to adulthood: characteristics of young adults ages 18 to 24 in 

America. Washington: The Annie E. Casey Foundation – Population Reference Bureau – Child Trends. 

Recuperado de http://www.prb.org/pdf05/transitio ntoadulthood.pdf.  
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oportunidades que alcanza este grupo son influenciadas negativamente por la actuación 
del Estado y la única forma de compensación, sería la de brindar los mecanismos 
suficientes para que los jóvenes que fueron institucionalizados, logren condiciones en 
igualdad con las de cualquier otro miembro en esta sociedad. Ejemplo de ello es que 
muchas veces, la ubicación de un niño o niña en una institución no toma en cuenta la 
ubicación geográfica de sus orígenes, y puede llegar a ser internado lejos de la familia, o 
inclusive de su cultura (el caso de los niños indígenas). Los resultados de educación para 
los jóvenes en protección reflejan constantemente falta de atención personalizada y las 
bajas expectativas que tienen no solo los niños, sino también los cuidadores.  
 
Finalmente, el egreso de una institución se genera a partir de: reunificación con la familia, 
la adopción, el traslado de un centro de recepción a otra modalidad más permanente, el 
traslado entre instituciones por razones de edad, el colapso de una ubicación con la familia 
propia o una familia sustituta (implicando la necesidad de buscar otra modalidad temporal 
o permanente), la fuga del menor del medio de protección, o por cumplir la mayoría de edad. 
Una vez que egresen no pueden volver a la institución si encuentran dificultades en el 
camino, y no cuentan con el apoyo económico, práctico y emocional sostenido que una 
familia normalmente garantiza (Stein M, 2014)3. 
 
Durante la etapa de la adolescencia, período de transición de la etapa de niñez a la etapa 
adulta, momento del egreso, el joven busca ser autónomo, desea manejar su vida, ser 
independiente. Las necesidades prioritarias que debe satisfacer son la de organizar y 
administrar su vida y la de construir una imagen propia para sí mismo, para los demás y 
para la sociedad. La institución debe permitir la movilidad del adolescente dentro y fuera de 
la misma, se hace importante delegar funciones y responsabilidades con el fin de reforzar 
la autonomía4.  
 
Pero en Colombia la realidad para los egresados del Sistema de Protección describe la 
prevalencia de tendencias como pobreza, inestabilidad de vivienda, déficits educativos y 
laborales, fragilidad de salud mental y falta de redes de apoyo social en los jóvenes que 
han estado en protección.  
 

Generalmente los jóvenes desarrollan en la adolescencia logros evolutivos que se 
consideran como “conocimientos, habilidades y actitudes que se supone adquirirán en 
diversos puntos de su ciclo vital”. El tránsito a la vida adulta es el proceso de cambio, de 
individualización, de resolución de conflictos, de asunción de nuevos roles y de toma de 
decisiones en pro de lograr una vida autónoma y responsable. Es durante esta fase de 
búsqueda de autonomía e independencia, donde se deberán potencializar dichos aspectos 

                                                           
3 Stein, M. (2014). Young people's transitions from care to adulthood in European and post- communist Eastern 

European and Central Asian societies. Australian Social Work, 67(1), 24-38. Recuperado de 

http://eprints.whiterose.ac.uk/77006/1/MSasw2oct2013. pdf.  

4 Estado mundial de la infancia 2011. La adolescencia Una época de oportunidades, Fondo de las Naciones 

Unidas para la Infancia (UNICEF). Febrero de 2011.  
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para fortalecer la consolidación de su proyecto de vida que una vez diseñado y estructurado, 
este dará́ las pautas que guiaran a los adolescentes y jóvenes en la búsqueda de las 
herramientas que permitirán mejorar su calidad de vida, este proceso enfrenta a los jóvenes 
a grandes desafíos teniendo que construir proyectos de vida en un mundo atravesado por 
las incertidumbres, la competitividad y las pocas oportunidades (Gentile, 2009 y Olmos, 
2011)5. 
 
El bienestar social y emocional debe potenciar en los jóvenes un proceso de autonomía en 
las condiciones que se espera lo haría una familia, previendo un apoyo continuo, pero 
otorgándole responsabilidades de la misma manera, hasta que se encuentre en capacidad 
de ejercer su independencia en un marco de garantía de derechos. Son distintas las 
trayectorias de jóvenes en riesgo social que las de los jóvenes que cuentan con redes de 
apoyo, que están incluidos socialmente y que se les ha preparado para este proceso. 
Asumir los retos del tránsito a la vida adulta, de por sí complejos en cualquier persona, 
puede constituirse en un proceso más desafiante cuando existen dificultades sociales, 
llegando muchas veces a legitimar círculos de exclusión social, los jóvenes que egresan de 
los sistemas de protección del Estado se constituyen en un grupo en riesgo social en el 
proceso de tránsito a la vida adulta; pues al cumplir la mayoría de edad ya no cuentan con 
el mismo apoyo del sistema y muchas veces ni de sus familias, para el caso de los 
adolescentes del Sistema de Responsabilidad para Adolescentes y  que para el caso de los 
adolescentes declarados en adoptabilidad están totalmente desarraigados de ellas, puesto 
que cuentan con una situación jurídica definida de fondo como es la adoptabilidad.  
 
A partir de ahí tienen que enfrentarse a cambios como: buscar un lugar donde vivir, un 
trabajo con el cual sostenerse, deben afrontar la soledad, inclusive algunos no tienen 
sistema de salud, no han culminado sus estudios y deben desarrollar nuevos hábitos y 
rutinas diarias. En Colombia el proceso sugiere que para este tipo de poblaciones debe 
existir un sistema de seguimiento6 y acompañamiento por seis meses después del egreso, 
sin embargo, son escasos los datos sistemáticos sobre los egresados de protección, 
también son escasos los datos sobre como estos jóvenes han vivido este proceso, cuáles 
de los elementos que les brindó protección les ha permitido o no enfrentar el proceso de 
llegar a la vida adulta, cómo ha sido el tránsito y cuál es su situación actual. Lo más 
interesante es que no se reportan datos sobre cuántos egresan por mayoría de edad, ni de 
su situación actual.  
 
El comprender el tránsito a la vida adulta como proceso diferenciado implica reconocer que 
cada joven es un ser único, que enfrenta situaciones y puede tener otras complejidades 

                                                           
5 Gentile, A. (2009). Inestabilidad laboral y estrategias de emancipación. (Tesis doctoral). Universidad de Barcelona. 

Recuperada de http://www.tdx.cat/handle/10803/31854?s how=full.  

 
6 Oficio con radicado del ICBF – Cecilia de La Fuente de Lleras No. 443803 del 14 de agosto de 2018. Solicitando el número 

de adolescentes y jóvenes sin discapacidad mayores de 15 años, con declaratoria de adoptabilidad, con estudios de 
noveno grado terminado que se encuentren vinculados a educación media y/o formación para el trabajo y desarrollo 
humano y/o formación técnica, tecnológica y/o universitaria, es decir que ya estén perfilados para la preparación para la 
vida autónoma e independiente”. 
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debido a situaciones familiares, educativas, políticas, sociales y económicas que no le 
favorecen. Teniendo en cuenta estas situaciones, el tránsito a la vida adulta puede 
presentar diferentes trayectorias en cada uno de estos jóvenes; sin embargo, en todos ellos 
pareciera que deben asumir este proceso de una forma “acelerada”. Ya cuando han 
egresado, un elemento importante en el tránsito a la vida adulta de estos jóvenes es el 
asumir responsabilidades para las cuales no se les ha preparado, por ejemplo: el manejo 
del dinero, la organización en una cuenta bancaria, las compras de los alimentos, el pagar 
los servicios básicos de una vivienda (agua y luz) y el pagar una vivienda, entre otras. 
Igualmente puede ser difícil para ellos buscar un empleo, diligenciar una hoja de vida, saber 
cómo vestirse para el trabajo e inclusive pedir ayuda (Greeson y Thompson, 2014)7. Todas 
estas situaciones que tienen que enfrentar los egresados de protección en el tránsito a la 
vida adulta los puede llevar a construir trayectorias fallidas, pues son muchos los desafíos 
que enfrentan sin apoyo. A pesar de ser elementos y obligaciones que están contempladas 
en los procesos de atención de las instituciones que conforman el sistema de protección, 
donde permanecen los jóvenes por largos períodos de tiempo, antes de su egreso, pero 
que a toda luz resultan insuficientes y débiles al momento de terminar la medida de 
restablecimiento de derechos. 
 
Esta dificultad se atribuye precisamente al descuido de políticas al respecto que generen 
otras posibilidades y mecanismos de inclusión para estos jóvenes. El tránsito a la vida 
adulta en los jóvenes egresados de protección representa definitivamente múltiples 
desafíos que requieren de un apoyo particular y de unas políticas que faciliten este proceso. 
Dependiendo del acceso a recursos las trayectorias de los jóvenes puede ser totalmente 
diferentes y el haber estado en protección puede ser una oportunidad o todo lo contrario. 
 

 

IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA. 

Este Proyecto de Ley consta de 14 artículos, donde se establecen a lo largo de su articulado 

el objeto, el cual busca la implementación medidas tendientes a crear una política pública 

que permita fortalecer el proceso formativo y de seguimiento a  los niños, niñas y 

adolescentes declarados en adoptabilidad del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(ICBF) y de los adolescentes y jóvenes  que se encuentren en el Sistema de 

Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) con medida privativa de la libertad en 

Centro de Atención Especializada y cumplan con las condiciones establecidas para su 

permanencia en el lineamiento técnico que expida el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (ICBF) hasta los veinticinco (25) años de edad, a fin de asegurar la inclusión social 

y lograr su máximo desarrollo personal y social.  

                                                           
7 Greeson, J. y Thompson, A. (2014). Aging out of foster care. En Jensen, J. The Oxford handbook of emerging adulthood. 

Doi: 10.1093/oxfordhb/97801997 95574.013.18.  
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De igual manera, enmarca la responsabilidad de las entidades públicas del orden nacional, 

la definición de proyecto de vida, las estrategias de fortalecimiento del proyecto de vida, el 

Fondo Especial de Educación y sus recursos, la participación del Servicio Nacional de 

Aprendizaje Sena, la creación de Programas Culturales y Deportivos, los programas 

laborales a desarrollar, la empleabilidad de la población objeto, el impulso al 

emprendimiento, la participación de entidades del orden internacional y el seguimiento a la 

norma. 

 

V. MARCO JURÍDICO. 

 

a) Constitución Política. 

En su artículo 44, la Constitución Política consagró como derechos fundamentales de los 
menores la salud y la seguridad social, la educación, la cultura y la recreación entre 
otros.  De igual forma, establece la obligación, por parte del Estado, la sociedad y la familia 
de asistir y proteger a los menores, con el fin de que estos logren el ejercicio pleno de sus 
derechos y se desarrollen de manera armónica e integral.   
 

 ARTÍCULO 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la 
salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener 
una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o 
económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en 
la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 
 

 La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos.  

 
 Acorde con lo establecido en la Constitución Política de Colombia, el interés superior de los 

niños se encuentra en la Convención de los Derechos de los Niños en el artículo 3, el cual 
determina que “En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior 
del niño”. Estableciendo que todas las medidas respecto del niño deben estar basadas en 
la consideración del interés superior del mismo y corresponde al Estado asegurar una 
adecuada protección y cuidado, cuando las personas responsables, no tienen capacidad 
para hacerlo. 

 
           De igual forma, la Convención reconoce como sujetos de derecho a los menores, lo que 

implica una acción estatal diferencial afirmativa que permita garantizar los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes y su desarrollo integral, contemplando las acciones y garantías 
que los países parte deben establecer para los niños, niñas y adolescentes sometidos a su 
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jurisdicción, entre los cuales se pueden resaltar los artículos 4, 20, 24, 25, 26, 27, 29, 30 y 
39 de la Convención. 
 

    El Comité de Derechos del Niño, órgano encargado de interpretar la Convención 
mencionada, señalo en la Observación General No. 14 que “La plena aplicación del 
concepto de interés superior del niño exige adoptar un enfoque basado en los derechos, en 
el que colaboren todos los intervinientes, a fin de garantizar la integridad física, psicológica, 
moral y espiritual holísticas del niño y promover su dignidad humana”. 

 
Colombia se acogió, como los otros países latinoamericanos, a la Declaración de los 
Derechos del Niño y a partir de ello ha realizado cambios y ajustes a la normatividad sobre 
la infancia, la adolescencia, la protección y el cuidado de los niños, niñas y adolescentes. 
Algunos de estos cambios se evidencian en el Código de la Infancia y Adolescencia 
(República de Colombia. Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, Ley 1098 
reemplazó el Código del Menor, con su reciente modificación a través de la Ley 1878 de 
2018, y a los diferentes lineamientos técnicos que han surgido después de esta transición. 
La protección es definida actualmente como el conjunto de políticas, programas y acciones 
que evitan la vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en situaciones 
como: explotación sexual y laboral, abandono, maltrato y tortura. 
 
En Colombia, inicialmente, el cuidado y la protección son responsabilidad de la familia; sin 
embargo, cuando las familias no pueden proteger a sus hijos, la sociedad civil y en especial 
el Estado deben intervenir desde medidas que permitan restituir y garantizar sus derechos 
fundamentales (República de Colombia. Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, 
Ley 1098, artículo 7, 2006). 
  
Estas medidas son definidas y orientadas, en el caso de Colombia, por el Sistema Nacional 
de Bienestar Familiar – SNBF.  
 
El Sistema Nacional de Bienestar Familiar Colombiano tiene como objetivos misionales: la 
protección integral de la infancia y la adolescencia, la promoción de políticas públicas sobre 
estos grupos poblacionales, la evaluación y seguimiento de sus derechos, el impulso de las 
políticas al respecto y el fortalecimiento de los sistemas familiares para que puedan asumir 
su responsabilidad en el cuidado de niños, niñas y adolescentes (república de Colombia. 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, Resolución 6464, 2013). Para lograr 
estos objetivos el Sistema lo conforman diferentes organizaciones gubernamentales y no 
gubernamentales y distintos actores que deben contribuir a la garantía de derechos de 
niños, niñas y adolescentes. Entre estas organizaciones y actores figuran: el Ministerio de 
la Protección Social, del cual depende el Sistema, la sociedad, la familia, niños, niñas y 
adolescentes, entes territoriales del nivel nacional, departamental, distrital y municipal, los 
comisarios de Familia, la Registraduría Nacional del Estado Civil, organizaciones vincula- 
das al sector salud y educativo, el Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA, entidades que 
desarrollan programas de atención para el restablecimiento de derechos (protección), la 
Policía de Infancia y Adolescencia, la Fiscalía General de la Nación, el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, los jueces de Familia y Municipales, el Ministerio 
Público, el Ministerio de Cultural y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF 
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(república de Colombia. Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, 2007c). El 
Sistema se encarga entonces de coordinar los esfuerzos, los programas y los proyectos de 
las diferentes instituciones adscritas para garantizar los derechos a los niños, niñas y 
adolescentes. 
  
De igual forma en el lineamiento técnico del modelo para la atención de adolescentes y 
jóvenes adoptables8 o vinculados al sistema de responsabilidad penal para adolescentes, 
en preparación para la vida autónoma e independiente del “proyecto sueños, oportunidades 
para volar”, expresa que “tanto en el caso de niños , niñas y adolescentes a favor de quienes 
se adelanta un proceso administrativo de restablecimiento de derechos, como en el caso 
de los adolescentes declarados en adoptabilidad y los vinculado al sistema de 
responsabilidad para adolescentes, se evidencia una permanencia dentro de los servicios 
de protección, razón por la cual el ICBF se ve en la necesidad de implementar y diseñar un 
proyecto de vida acordes a sus necesidades y capacidades. 
 
Allí mismo contempla como edad límite los 25 años, es decir esta iniciativa de ley será 
pertinente en tanto entraría en el escenario de vida de la población como una forma de que 
el estado siga garantizando el fortalecimiento de su identidad personal, las competencias 
trasversales o habilidades sociales, su capacidad de autogestión y participación y de esta 
manera puedan volver realidad su integración social a través de la formación académica, 
laboral, promoviendo el sentido de identidad, pertenencia y afiliación, con miras a su real 
vida autónoma e independiente. Así mismo para el caso de los jóvenes vinculados al 
sistema de responsabilidad penal sería seguir acompañándola implementación de su 
proyecto de vida y la generación de cambios satisfactorios y sostenibles, que den un nuevo 
sentido a su vida y que facilite la mejor y mayor interacción y convivencia con su entorno.  
 
 

b) Fundamento Legal 
 

        El artículo 51 del Código de Infancia y Adolescencia, señala que el restablecimiento de los 
derechos de los niños, las niñas o los adolescentes es responsabilidad del Estado en su 
conjunto a través de las autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, 
oficiar o conducir ante la autoridad competente, a todos los niños, las niñas o los 
adolescentes que se encuentren en condiciones de vulnerabilidad, debiendo asegurarse 
que el Sistema Nacional de Bienestar Familiar garantice su vinculación a los servicios 
sociales. 

 

                                                           
8 En adelante con adoptables se entenderá que: Conforme la Ley 1098 de 2006 arts. 63, 66, 73, los niños, niñas y adolescentes 

son adoptables, cuando: (i) Son declarados en situación de adoptabilidad por el Defensor de Familia o por el Juez de Familia 

cuando el primero pierde competencia, (ii) La adopción haya sido consentida previamente por parte de quienes ejercen la 

patria potestad ante el Defensor de Familia y queda en firme una vez ha transcurrido el término ordenado en la ley; (iii) La 

adopción es autorizada por el Defensor de Familia. En casos excepcionales, se incluirán aquellos jóvenes que cumplieron 

su mayoría de edad estando al cuidado del ICBF en situación de vulneración de derechos o sin definición de situación 

jurídica y que no cuenten con referentes familiares que puedan asegurar su cuidado y apoyo. Lo anterior, con base en lo 

establecido por el concepto emitido por el ICBF el 20-08-2015 Radicado No. 061179.   
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 El artículo 51 del Código de Infancia y Adolescencia, señala que el restablecimiento de los 
derechos de los niños, las niñas o los adolescentes es responsabilidad del Estado en su 
conjunto a través de las autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, 
oficiar o conducir ante la autoridad competente, a todos los niños, las niñas o los 
adolescentes que se encuentren en condiciones de vulnerabilidad, debiendo asegurarse 
que el Sistema Nacional de Bienestar Familiar garantice su vinculación a los servicios 
sociales. 
 

c) Fundamento Jurisprudencial  
 

           El presente proyecto de ley busca, entre otros, dar alcance a lo dispuesto por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-586 de 2014, por medio de la cual reconoce la 
situación de la población objeto de la iniciativa y subsanó la omisión relativa del legislador 
en el sentido de otorgarle a los jóvenes que se encuentran bajo cuidado del ICBF, la 
exención del pago de la cuota de compensación militar y de los costos de expedición de la 
libreta militar.  

 
         La Corte, al realizar el análisis de exequibilidad del artículo 6° de la Ley 1184 de 2008, 

dispuso que: 
  

“Los jóvenes que alcanzan su mayoría de edad bajo el cuidado y protección del ICBF 
conforman un grupo de población con especiales características de vulnerabilidad social y 
económica. Se trata de jóvenes que no han tenido la oportunidad de crecer en el seno de 
una familia, debido a que fueron abandonados por sus padres o a que el Estado consideró 
necesario retirarlos de su núcleo familiar, bien fuera porque este se constituía en un factor 
de vulneración o porque no ofrecía condiciones para asegurar la protección integral de sus 
derechos. Cuando un menor se encuentra en tales circunstancias, se da inicio a un proceso 
administrativo de restablecimiento de derechos, a cargo del Defensor de Familia, dentro del 
cual es posible adoptar alguna de las medidas previstas en el artículo 53 de la Ley 1098 de 
2006, entre las cuales se encuentra la Resolución de Declaratoria de Adoptabilidad, que 
opera en situaciones extremas en las que se considera que el único mecanismo para 
restablecer el derecho del menor a tener una familia es a través de su entrega en adopción. 
Como consecuencia de tal declaratoria, el Estado se encarga del cuidado y protección 
integral del menor, hasta tanto culmine con éxito el proceso de adopción o, en caso de no 
hallar una familia adoptante, hasta que alcance la mayoría de edad. 
 

            Así las cosas, cuando estos jóvenes cumplen los 18 años sin encontrar una familia que los 
adopte, se enfrentan a una situación crítica pues, además de carecer del apoyo afectivo, 
social y económico que proveen las redes de parentesco, se ven abocados a seguir 
adelante con su proyecto de vida sin contar ya con la protección de la institución estatal que 
hasta ese momento tenía el deber legal de acompañarlos en su proceso de crecimiento. 
Quedan, por tanto, en una condición de doble orfandad, en una etapa que resulta decisiva 
para definir el curso de sus vidas y en la cual, si bien ya no son niños, tampoco son adultos 
todavía. Son adolescentes y, por tanto, aún experimentan los cambios físicos, psicológicos, 
emocionales y sociales propios de este período de transición entre la niñez y la adultez, 
pero deben afrontarlos sin contar con una red de apoyo claramente definida y sin los 
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recursos que les permitan solventar de manera autónoma las nuevas obligaciones y 
responsabilidades que trae consigo la mayoría de edad”. 

            
Además, respecto al alcance de otorgar la protección hasta la edad de los 25 años, en la 
Sentencia C-451 de 2005 la Corte Constitucional indicó que el estado de hijo dependiente 
por asuntos académicos no puede prolongarse indefinidamente en el tiempo, por ello: “la 
edad de 25 años viene a ser un criterio razonable ya que para ese momento los hijos 
dependientes de sus padres cuentan, por lo general, con una profesión u oficio que les 
permite lograr su independencia económica y proveerse su propio sustento, motivo por el 
cual se encuentra justificada su exclusión como beneficiarios de la sustitución pensional, 
pues ya no se trata de una persona en condiciones de vulnerabilidad que por lo tanto 
necesite medidas de protección especial”. 
 
Las condiciones de vulnerabilidad son atribuibles a la política pública de protección; sin 
embargo es necesario reconocer que los mismos no son homogéneos entre países y que 
pueden diferenciarse entre ellos. En países como el Reino Unido, se ha investigado el tema 
durante las últimas cinco décadas y se han realizado cambios en la política de protección 
como lo afirma Stein. En cambio, en países como Argentina y Colombia, el tema de 
protección es poco estudiado, y esto además de las condiciones de desigualdad social que 
existen en el contexto, hacen que la problemática de protección se vuelva más severa y la 
población más invisible.  
 
Existe un análisis extenso sobre los efectos psicosociales de la política de protección pero 
someramente se han analizado los efectos que tiene esta situación sobre el desarrollo 
humano a nivel del país. Esto abre dos vacíos para nuevas investigaciones: por un lado, 
por la responsabilidad del Estado en la compensación de los efectos negativos que 
experimentan los niños y adolescentes bajo tutela estatal. 
 
Dicho lo anterior, es claro que favorecer en estos adolescentes y jóvenes el desarrollo de 
competencias que les permitan optimizar sus diferentes áreas personales a la luz de la 
elaboración de un proyecto de vida, se convierte en un objetivo primordial del estado en el 
marco de sus responsabilidades. Con el objetivo de permitir que los adolescentes y jóvenes 
declarados en situación de vulnerabilidad bajo protección del ICBF desarrollen habilidades 
y competencias para salir adelante y consolidar su proyecto de vida, se deben generar 
estrategias y programas que, en el marco de su proceso de formación, les permita acceder 
a oportunidades que les permitan cumplir sus objetivos y metas de vida propuestas y 
construir identidad y potencializar su el liderazgo en y la toma de decisiones.  
 
 

VI. DERECHO COMPARADO. 

A continuación se describen los programas sobre las Buenas Prácticas en el Tránsito a la 
Vida Adulta, que se han desarrollado en países como Inglaterra, España, Argentina y Perú. 
Para Colombia, la Fundación Formación D’Futuros, organización sin ánimo de lucro y que 
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no depende del Sistema de Bienestar Familiar, ha generado un programa para egresados 
del sistema de protección. 
 

a) Inglaterra: 

Leaving Care, la que pone de manifiesto la responsabilidad del Estado en el cuidado y el 

soporte de las personas que han estado sin protección parental. A partir de lo cual se 

generaron ciertos recursos como: 1) Programas para jóvenes entre los 16 y los18 años, 

como casas que los prepararan para el egreso y algún tipo de apoyo económico; 2) 

Programas para los jóvenes entre los 18 y 21 años, los cuales pueden permanecer en 

acogimiento familiar si lo desean; y 3) Programas para los jóvenes entre 21 a 24 años, en 

términos de recursos económicos para proyectos de formación o inclusive para vivienda. 

 

b) España: 

La entidad Opción 3 trabaja en diferentes cambios fundamentales en el desarrollo del joven, 

como: apoyo social y prelaboral a los adolescentes y jóvenes, en el que se despliegan 

capacitaciones prelaborales en temas de búsqueda de empleo, habilidades sociales, 

formación prelaboral e intermediación laboral. También realizan actividades de promoción 

personal y social como lúdicas y deportivas, clubes de ocio y educación en valores. 

Además, acompañamiento socioeducativo en situaciones personales y mediaciones 

familiares.  

La Fundación Tomillo, ha generado el programa Transición a la Autonomía de Jóvenes 

Extutelados, cuyo objetivo es favorecer la integración social de los jóvenes ex tutelados que 

no cuentan con ningún apoyo. El programa está dirigido a los jóvenes entre 18 y 21 años 

en procesos de autonomía laboral, económica y acceso a redes sociales, han generado 

una serie de cartillas dirigidas tanto a formadores (educadores) como jóvenes para facilitar 

procesos de inserción laboral. 

 

c) Argentina: 

DONCEL es una organización de la sociedad civil argentina que está liderando el trabajo 

en este país sobre el tránsito a la vida adulta. El objetivo del programa es incrementar las 

oportunidades de integración sociolaboral de jóvenes entre 16 y 21 años que están en 

situación de vulnerabilidad y que viven en Hogares o Institutos de la Argentina, para facilitar 

su egreso de estas instituciones. A través de este programa busca interrumpir el ciclo de 
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marginalización y aislamiento al que se arriba, entre otras cosas, por la falta de empleo y el 

bajo nivel educativo de estos jóvenes  

El programa plantea como objetivos específico: el acompañamiento de los jóvenes en la 

construcción de su proyecto de vida; facilitar experiencias positivas en el trabajo, presentar 

un gran abanico de posibilidades laborales a los jóvenes a través de redes, concientizar a 

la sociedad, en especial, a las empresas en la importancia de este tipo de programas y su 

participación en el. 

 

d) Perú: 

Proyecto Luz en el Camino ha generado con los mismos jóvenes egresados una guía para 

ayudar a otros en su egreso y tránsito a la vida adulta. Los jóvenes, autores del trabajo 

utilizan como orientación las mismas preguntas que ellos se plantearon en el momento del 

egreso: ¿Me irá bien?, ¿Qué estudiaré?, ¿En qué trabajaré?, ¿tendré́ una pareja?, ¿Una 

familia? A partir de ellas proponen una serie de alternativas y consejos. 

 

e) Actualidad en Colombia. 

La Fundación Formación D’Futuros, organización sin ánimo de lucro y que no depende del 

Sistema de Bienestar Familiar, ha generado un programa para egresados del sistema de 

protección. La organización atiende adolescentes y jóvenes procedentes de centros de 

atención especializada, ofreciendo diferentes tipos de programas, en la ciudad de Cali. Uno 

de ellos facilita el acceso a la educación básica, una carrera técnica o tecnología a los 

jóvenes entre 18 y 21 años que viven en la institución. Además, hacen procesos de 

acompañamiento en resolución de conflictos, convivencia y fortalecimiento de habilidades 

laborales, incluyendo el manejo del dinero. 

Por otra parte, atienden adolescentes en protección todavía o a egresados, brindando 

servicios como: biblioteca, sistemas e internet, actividades lúdico-formativas, punto de 

encuentro y fortalecimiento de red, jornada laboral donde reciben acompañamiento y guía 

en la búsqueda de empleo y participación en procesos de selección, fortalecimiento de 

habilidades laborales a través de la red.  Realizan talleres para adolescentes en protección 

y para los equipos ayudando a fortalecer la preparación para el egreso, estos incluyen 

temas como: habilidades sociales, sujetos de derechos, prevención del consumo de 

sustancias psicoactivas, proyecto de vida. 
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VII. CONFLICTO DE INTERESES. 

Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del proyecto y el 
ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las 
circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y 
votación del proyecto, de acuerdo con el artículo 286. Estos serán criterios guías para que 
los otros congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de 
impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista pueda encontrar”. A 
continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 contempla para 
hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan presentar en razón a un 
conflicto de interés en el ejercicio de la función congresional, entre ellas la legislativa.   
 
“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así: 
 
(…) 
 
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no 
gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado. 
 
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y 
existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión. 
 
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
 
Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes 
circunstancias: 
 
a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto legislativo que 
otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando el interés del congresista 
coincide o se fusione con los intereses de los electores. 
 
b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro. 
 
c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan beneficios, en el 
cual, el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El voto negativo no 
constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad vigente. 
 
d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el congresista 
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tiene un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no genere beneficio particular, 
directo y actual. 
 
e) Inexequible Sent. C 302/21.  
 
f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos mediante el 
voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabilidades referidas al 
parentesco con los candidatos (...)”.  
 
En el texto propuesto se realizan unos ajustes de redacción en el artículo 1, al incluir la 
preposición “de” en la frase: “implementación de medidas …”. 
 
De lo anterior, y de manera meramente orientativa, se considera que para la discusión y 
aprobación de este Proyecto de Ley no existen circunstancias que pudieran dar lugar a un 
eventual conflicto de interés por parte de los Honorables Congresistas, pues es una 
iniciativa de carácter general, impersonal y abstracta, con lo cual no se materializa una 
situación concreta que permita enmarcar un beneficio particular, directo ni actual. En suma, 
se considera que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el literal a del artículo 
primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay 
conflicto de interés.  
 
En todo caso, es pertinente aclarar que los conflictos de interés son personales y 
corresponde a cada Congresista evaluarlos, sin impedir, por lo anterior, que los mismos 
manifiesten sus consideraciones particulares.  
 

VIII. PROPOSICIÓN. 

De acuerdo con las anteriores consideraciones, presentamos ponencia positiva ante los 

miembros de la Comisión VII Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes 

y solicitamos respetuosamente, dar trámite en Primer Debate al Proyecto de Ley 232 de 

2021 “Por medio del cual se reglamenta el modelo para la atención y seguimiento de 

adolescentes y jóvenes que estuvieron bajo custodia del Estado a través del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar.”, de conformidad con el texto adjunto. 

De los Honorables Representantes,  

 

 

 

JAIRO HUMBERTO CRISTO CORREA 

Departamento Norte de Santander 

JUAN DIEGO ECHAVARRÍA SÁNCHEZ 

Departamento de la Antioquia 
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IX. TEXTO PROPUESTO. 

PROYECTO DE LEY No. 232 DE 2021 CÁMARA  
 

“Por medio del cual se reglamenta el modelo para la atención y seguimiento de 
adolescentes y jóvenes que estuvieron bajo custodia del Estado a través del 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar” 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA: 
 
 

TITULO I  
DISPOSICIONES GENERALES 

  
Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene como objeto la implementación de medidas 
tendientes a crear una política pública que permita fortalecer el proceso formativo y de 
seguimiento a  los niños, niñas y adolescentes declarados en adoptabilidad del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y de los adolescentes y jóvenes  que se 
encuentren en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) con medida 
privativa de la libertad en Centro de Atención Especializada y cumplan con las condiciones 
establecidas para su permanencia en el lineamiento técnico que expida el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) hasta los veinticinco (25) años de edad, a fin de 
asegurar la inclusión social y lograr su máximo desarrollo personal y social.  
 
Parágrafo. Los adolescentes y jóvenes que se encuentren en el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) con medida privativa de la libertad en 
Centro de Atención Especializado, beneficiarios de la presente Ley serán aquellos 
adolescentes y jóvenes que estuvieron bajo custodia del Estado a través del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), es decir, no harán parte de la población 
beneficiada, los adolescentes o jóvenes cuya custodia y cuidado la tengan sus progenitores 
o un tercero. 
 
 
Artículo 2. Responsabilidad de las entidades. Las entidades públicas del orden nacional, 
departamental, distrital y municipal garantizarán la inclusión real y efectiva de la población 
beneficiaria de esta ley, debiendo asegurar un trato preferente y diferencial, que implique el 
ejercicio cierto de sus derechos. 
 
 
Artículo 3. Proyecto De Vida. Para efectos de esta Ley, por proyecto de vida se entenderá 
aquel proceso de construcción permanente durante el ciclo vital del ser humano que integra 
el contexto sociocultural en los que se desarrolla el individuo, permitiéndole tomar 
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decisiones libres e informadas y el desarrollo de un pensamiento autocrítico, reflexivo y 
creativo.  
 
En este sentido, el proyecto de vida le permite identificar a la población beneficiaria de esta 
ley, los recursos y potenciales personales, así como reconocer lo que el entorno ofrece para 
que, a partir de ello, se logre la preparación para una vida autónoma e independiente. 
 
 
Artículo 4. Estrategia De Fortalecimiento Del Proyecto De Vida. Créase la estrategia de 
fortalecimiento del proyecto de vida para la población beneficiaria de esta ley. La estrategia 
permitirá que, con trato preferente, se brinde una orientación socio-ocupacional, se 
promueva la construcción de su identidad, su participación en escenarios culturales, 
artísticos, deportivos, de recreación, y el acceso a la salud, a la educación y al trabajo, con 
el fin de consolidar su proyecto de vida.  
 
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) estará a cargo de la estrategia y 
coordinará con las entidades competentes los criterios de ingreso, permanencia y egreso 
de la estrategia en todos sus componentes. Para ello, deberá elaborar esta estrategia de 
manera coordinada con el Ministerio de Justicia y del Derecho, en su calidad de rector del 
Sistema Nacional de Coordinación de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
(SNCRPA), en lo relativo a las personas que siendo menores de edad ingresaron al Sistema 
de Responsabilidad Penal para Adolescentes con medida privativa de la libertad en Centro 
de Atención Especializada.   
  
Las entidades encargadas de adoptar las medidas establecidas en esta ley en materia de 
educación, cultura, deporte y trabajo serán responsables del efectivo cumplimiento de lo 
aquí establecido.  
 
Parágrafo. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), en coordinación con el 
Sistema Nacional de Coordinación de Responsabilidad Penal para Adolescentes, cuando 
se trate de las personas que estén vinculadas al Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes, estará a cargo del seguimiento de la estrategia con las entidades 
responsables, a través de un Plan de Acción que deberá ser elaborado por el Comité 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Bienestar Familiar y el Comité Técnico del SNCRPA en 
un plazo no mayor a seis (6) meses a partir de la promulgación de la presente Ley.   
 

TÍTULO II 
DE LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA CONSOLIDAR EL PROYECTO DE VIDA DE 

LAS PERSONAS QUE SE ENCUENTRAN BAJO 
PROTECCIÓN DEL ICBF 

 
CAPITULO I 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE EDUCACIÓN, CULTURA, 
RECREACIÓN Y DEPORTE 
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Artículo 5. Del Fondo Especial de Educación. El fondo especial de ayudas educativas, 
administrado por el Icetex, está orientado a garantizar el acceso a la educación superior o 
estudios para el trabajo y desarrollo humano de la población beneficiaria, objeto de esta ley, 
que cumpla con los requisitos establecidos y manifieste su intención de continuar con estos 
niveles de educación.  El fondo deberá asumir el 100% del valor de la matrícula, además 
del sostenimiento y materiales de estudio, de acuerdo con los montos, siempre y cuando 
se cumplan los requisitos establecidos en los lineamientos técnicos del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF); de conformidad con los recursos que priorice el Ministerio de 
Educación Nacional y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), dentro de la 
trasferencia que realice al Icetex y siempre que los recursos de financiación sean 
consistentes con el Marco de Gasto del Sector.  
 
Parágrafo 1. Los recursos del Fondo Especial, de que trata este artículo, no podrán ser 
destinados para fines distintos a los establecidos en la presente Ley.  
 
Parágrafo 2. La intención de continuar con los niveles de educación deberá ser 
manifestada por el beneficiario a través de escrito dirigido al Fondo Especial de Educación. 
 
Parágrafo 3. El beneficio del fondo especial de ayudas educativas será otorgado para 
cursar una (1) sola carrera de educación superior en la modalidad de pregrado. 
 
 
Artículo 6. Recursos del Fondo Especial de Educación.  El fondo del que trata el artículo 
5 de la presente ley operará con recursos que priorice el Ministerio de Educación Nacional 
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Nacional. Este Fondo podrá recibir aportes 
de personas naturales o jurídicas, entidades territoriales y de los cooperantes 
internacionales que así lo dispongan.   
 
Parágrafo 1. El Icetex, en calidad de administrador del fondo, suscribirá el respectivo 
convenio con el Ministerio de Educación Nacional y el instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, en el que las dos partes establecerán el respectivo Reglamento Operativo del 
Fondo a administrar. En el reglamento Operativo del Fondo deberán quedar plasmados los 
requisitos que deben cumplirse para adquirir la calidad de beneficiario de la estrategia 
educativa. 
 
Parágrafo 2. El acceso a las instituciones de educación superior se sujetará a los procesos 
de admisiones establecidos en cada una de ellas, incluyendo la posibilidad de crear grupos 
especiales para la población objeto de la presente ley 
 
Parágrafo 3. Los jóvenes que hubieran ingresado al Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes (SRPA) siendo menores de edad y que hayan iniciado sus carreras de 
educación superior en fase de pregrado o estudios para el trabajo y desarrollo humano, 
encontrándose bajo medida privativa de libertad y que hayan cumplido el término de la 
misma, tendrán el beneficio establecido en el artículo 10 de la presente ley, siempre que 
hayan iniciado sus carreras en el marco de la estrategia a cargo del ICBF y que cumplan 
los requisitos de esta. 
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Parágrafo 4. El Ministerio de educación deberá garantizar un porcentaje mínimo anual para 
el mantenimiento del Fondo Especial de Educación. El incremento anual de dicho 
presupuesto no podrá estar por debajo del IPC anual. 
 
 
Artículo 7. Servicio Nacional De Aprendizaje Sena. En los cupos que se habiliten para 
la formación que imparte el Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA, se priorizará, facilitará 
y garantizará el acceso de la población beneficiaria de esta ley en todos los programas de 
formación virtual y presencial que se oferten.  
 
El Sena, en asocio con el ICBF y con el Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio de 
Justicia y del Derecho, en un término máximo de seis (6) meses, posteriores a la entrada 
en vigencia de esta ley, diseñará y pondrá en práctica una estrategia de formación laboral 
con enfoque diferencial adoptada y adecuada a los perfiles de los adolescentes vinculados 
al SRPA. 
 
 
Artículo 8. Programas Culturales y Deportivos. El Ministerio de Cultura y el Ministerio 
del Deporte, conforme a su naturaleza jurídica y en coordinación con las entidades 
territoriales competentes, garantizarán el acceso y permanencia, con trato preferente a los 
beneficiarios de esta ley, a los programas de cultura, recreación y deporte con los que 
cuente el Gobierno Nacional, los distritos, departamentos y municipios, acorde con sus 
intereses y expectativas. Para los programas de alto rendimiento se tendrán en cuenta las 
características técnicas requeridas para cada programa. 
 
 

CAPITULO II 
DISPOSICIONES EN MATERIA LABORAL Y EMPRENDIMIENTO 

 
Artículo 9. Programas Laborales. El Ministerio de Trabajo y el Servicio Público de Empleo, 
garantizarán el acceso preferente de los jóvenes beneficiarios de esta ley, a los programas 
para el fortalecimiento de las habilidades laborales y a aquellos que brinden herramientas 
que faciliten su ingreso al mercado laboral, mejoren su desempeño en los sitios de trabajo 
y promuevan generación de sus ingresos, en concordancia con lo establecido en la Ley 
1780 de 2016. 
 
Parágrafo 1. El Ministerio de Trabajo y el Servicio Público de Empleo deberán orientar a 
los jóvenes beneficiarios de esta ley, en las diferentes alternativas de generación de ideas 
productivas, con el fin de ser presentadas a los fondos o entidades que apoyan el 
emprendimiento con la consecución de una capital semilla. 
 
Parágrafo 2. El Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA a través del Fondo Emprender y 
la Agencia de Emprendimiento e Innovación - INNpulsa, o quien haga sus veces, 
promoverán convocatorias de emprendimiento y realizarán acompañamiento y asesoría 
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permanente para la viabilización y financiación de las ideas de negocio o emprendimientos 
de los jóvenes que cumplan las características de la presente ley. 
 
Para tales efectos, INNpulsa podrá generar una coordinación con los fondos del sector 
privado que se dediquen a financiar proyectos de emprendimiento y capital semilla. 
 
 
Artículo 10. Empleabilidad.  El Gobierno Nacional deberá priorizar el acceso a cargos 
públicos, así como en el tema contractual, a los jóvenes beneficiarios de esta ley, siempre 
y cuando cumplan los requisitos que se requieren para el empleo al cual se postulan. Para 
tal efecto el Gobierno Nacional tendrá un plazo de seis (6) meses para reglamentarlo. 
 
Parágrafo. Las vinculaciones laborales que se realicen en virtud de la presente ley deberán 
ser reportadas al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, entidad que será la encargada 
de llevar el registro de los cargos con los que se beneficiaran los jóvenes egresados. 
 
 
Artículo 11. Emprendimiento. Orientar a los jóvenes beneficiarios de esta ley, en las 
diferentes alternativas de generación de ideas productivas con el fin de ser presentadas a 
los fondos o entidades que apoyan con la consecución de una capital semilla. 
 
 
Artículo 12. Organismos Cooperantes. Los organismos internacionales cooperantes que 
participen en cualquier programa o servicio del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 
podrán apoyar o patrocinar la estrategia que promueva la consolidación del proyecto de 
vida de los beneficiarios de esta ley que se encuentren bajo protección del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). 
 
 
Artículo 13. Observatorio de seguimiento de la protección a jóvenes y adolescentes 
que estuvieron bajo custodia del Estado. Créase el Observatorio de Seguimiento de la 
protección, con el objetivo de recopilar la información, evaluar el impacto y elaborar 
propuestas de mejoramiento a la política pública de los programas establecidos en la 
presente Ley, a partir de la Estrategia de fortalecimiento del proyecto de vida de los jóvenes 
y adolescentes que estuvieron bajo custodia del Estado a través del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF). 
 
Parágrafo. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) reglamentará el 
funcionamiento y los demás aspectos necesarios para la puesta en marcha del 
Observatorio, en un plazo máximo de seis (6) meses contados a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley. 
 
 
Artículo 14. Vigencia y Derogatorias. Esta ley rige a partir de su publicación y deroga las 
normas que le sean contrarias. 
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